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SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a veintisiete de Noviembre de dos mil doce.

VISTO por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo
el recurso contencioso- administrativo interpuesto por la ASOCIACIÓN NACIONAL DE PROTÉSICOS
DENTALES AUTÓNOMOS, (ANPRODENTA), representada por el Procurador de los Tribunales D. Antonio
Piña Ramírez, contra el Real Decreto 887/2011, de 24 de junio, por el que se complementa el Catálogo
Nacional de Cualificaciones Profesionales, mediante el establecimiento de tres cualificaciones profesionales
correspondientes a la Familia Profesional Sanidad.

Se ha personado en este recurso, como parte recurrida, la ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL
ESTADO, con la representación que le es propia.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 11 de julio de 2011 fue publicado en el Boletín Oficial del Estado el Real Decreto
887/2011, de 24 de junio, por el que se complementa el catalogo Nacional de Cualificaciones Profesionales,
mediante el establecimiento de tres cualificaciones profesionales correspondientes a la Familia Profesional
Sanidad.

SEGUNDO.- La representación procesal de la ASOCIACIÓN NACIONAL DE PROTÉSICOS
DENTALES AUTÓNOMOS, (ANPRODENTA), ha interpuesto recurso contencioso-administrativo contra el
referido Real Decreto, formalizando demanda mediante escrito en el que termina suplicando a la Sala que
"...se sirva dictar Sentencia estimando nuestra pretensión y, en consecuencia, declarando nulos los preceptos
contenidos en el art. 2 y el anexo DCXXVIII íntegramente del R.D. 887/2011, de 24 de junio (publicado en el
BOE el 11 de julio). Imponiendo las costas a la Administración del Estado si e opusiere".

TERCERO.- La representación procesal de la ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO, formuló
contestación a la demanda interpuesta y suplica en su escrito a la Sala "...dictar sentencia por la que sea
desestimado el recurso interpuesto por ANPRODENTA contra el art. 2 y el Anexo DCXXVII del Real Decreto
887/2011, de 24 de junio , al ser los mismos plenamente conformes a Derecho".

CUARTO.- Mediante providencia de fecha 3 de octubre de 2012 se señaló el presente recurso para
votación y fallo el día 6 de noviembre del mismo año, en cuya fecha han tenido lugar dichos actos procesales.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Segundo Menendez Perez, Magistrado de la Sala.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO .- La Asociación Nacional de Protésicos Dentales Autónomos (Anprodenta), deduce en este
recurso la pretensión de nulidad de "los preceptos contenidos en el art. 2 y el anexo DCXXVIII íntegramente
del R.D. 887/2011, de 24 de junio " (así, literalmente, en el suplico de su escrito de demanda).

Su tesis puede resumirse en estos términos: Ese art. 2, en lo que hace a la cualificación profesional de
"Prótesis dental. Nivel 3. Anexo DCXXVIII", y éste mismo, menoscaban el ámbito de actuación de la profesión
titulada de Protésico dental, pues dentro de él, como atribuciones de éste, deben incluirse las funciones o
actos de "toma de medidas" y "colocación de las prótesis dentales".
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Éstas se hacen para un paciente determinado y, por ello, "para hacer la prótesis para ese paciente
es necesario tomar medidas" [lo que tiene como pasos la "toma de impresiones bucales", la "determinación
de la dimensión vertical" y la "obtención de las relaciones cráneo-maxilares e intermaxilares (céntricas y
excéntricas)"]. La toma de medidas es, pues, "una operación necesaria para obtener el producto sanitario
prótesis dental". Por ello, siendo así que el art. 2.1 de la Ley 10/1986, de 17 de marzo , incluye en el ámbito de
actuación de aquella profesión la "preparación" de prótesis dentales; y siendo así que una de las acepciones
de ese término "preparar" es para el Diccionario de la Real Academia de la Lengua la de "hacer las operaciones
necesarias para obtener un producto", se impone a juicio de la actora la conclusión de que la toma de medidas
es una atribución profesional del protésico dental cuando tiene como fin (cuando sirve como medio para)
realizar su función de hacer la prótesis.

A su vez, ante la imposibilidad de replicar exactamente los movimientos de las articulaciones temporo-
mandibulares en los articuladores, la resilencia de las encías y de las articulaciones alveolo-dentarias, que
tampoco se puede reproducir en los modelos bucales de yeso sintético y que conducen a diferencias en los
comportamientos de las prótesis dentales entre los modelos de yeso sintético y la boca, "estas diferencias
morbo-funcionales deben ser corregidas antes de que las prótesis puedan ser usadas definitivamente por
los pacientes". Por ello, siendo así que aquel art. 2.1 incluye en aquel ámbito de actuación la "reparación"
de las prótesis dentales; y siendo así que una de las acepciones del término "reparar" es la de "enmendar,
corregir o remediar", se impone también a juicio de la actora la conclusión de que "las operaciones necesarias
para hacer esa primera colocación, que no es ni más ni menos que la adaptación [de la prótesis, reparándola
o retocándola], están entre las atribuciones del protésico dental, entre otras cosas porque el protésico es
plenamente responsable de las prótesis y por lo tanto debe acabarlas".

Esas consideraciones (y otras en las que también se detiene la actora, como la de ser una "secuela"
la que sufren los pacientes que requieren una prótesis dental, que como tal, dado su concepto, queda tras la
curación, o lo que es igual, tras haber terminado el odontólogo el tratamiento que le está atribuido) le llevan a
afirmar que el odontoestomatólogo "no puede participar de ningún modo en la elaboración de estos productos
sanitarios, ni iniciando su proceso al tomar medidas ni terminando el producto al colocarlo".

Y a sostener, en fin, que si esas consideraciones se hubieran tenido en cuenta en el Real Decreto
887/2011 al elaborar la cualificación profesional de protésico, se habrían incluido en el Anexo DCXXVIII los
términos y frases que detalla en su escrito de demanda, cuya falta impide al protésico "la toma de medidas y
demás relaciones derivadas de su praxis con el paciente/cliente".

SEGUNDO .- Por tanto, lo que sostiene la actora es la ilegalidad de ese Reglamento por causa o razón
de no establecer eso que a su juicio debió incorporar. Y de ahí que sea oportuno y útil como punto de partida
recordar nuestra jurisprudencia relativa al control jurisdiccional de las omisiones reglamentarias.

Se recoge o refleja principalmente en las sentencias de 16 y 23 de enero , 30 de marzo y 14 de diciembre
de 1998 , 7 de diciembre de 2002 , 28 de junio de 2004 , 19 de febrero y 11 , 12 , 18 y 19 de noviembre de
2008 , 17 de febrero de 2009 , 3 de marzo de 2010 y 8 de febrero de 2011 . En estas dos últimas cabe ver
una síntesis de aquélla que se expresa en estos términos:

"[...] refleja [esa jurisprudencia] las ideas de que únicamente es apreciable una ilegalidad omisiva
controlable en sede jurisdiccional cuando el silencio del Reglamento determina la implícita creación de una
situación jurídica contraria a la Constitución o al ordenamiento jurídico o, al menos, cuando siendo competente
el órgano titular de la potestad reglamentaria para regular la materia de que se trata, la ausencia de la previsión
reglamentaria supone el incumplimiento de una obligación legal establecida por la Ley o la Directiva que
el Reglamento trata de desarrollar y ejecutar o de transponer; de que en tales casos, el restablecimiento
de la supremacía de la Constitución o de la Ley puede consistir en negar simplemente eficacia jurídica al
efecto derivado de dicho silencio del reglamento contrario al ordenamiento jurídico; y de que, constatado el
deber legal de dictar una regulación por la Administración y el incumplimiento de aquél, resulta ciertamente
más difícil admitir la posibilidad de una sustitución judicial de la inactividad o de la omisión administrativa
reglamentaria hasta el punto de que el Tribunal dé un determinado contenido al reglamento omitido o al
precepto reglamentario que incurre en infracción omisiva, pues, como resulta del artículo 71.2 de la Ley
de la Jurisdicción , el poder de sustitución al alcance del Tribunal sólo alcanza hasta donde la ley regla la
actividad administrativa, que en el ámbito de la potestad reglamentaria no suele alcanzar hasta la imposición
del contenido con que ha de quedar redactada la norma reglamentaria, aunque exista la obligación legal de
dictarla, no pudiendo llegar allí donde la ley reserva a la Administración un poder discrecional de decisión que
responde a su específica posición político- constitucional".
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De modo más detallado, en la sentencia de 19 de noviembre de 2008, dictada en el recurso contencioso-
administrativo núm. 55/2007 , se lee:

"[...] Las pretensiones deducidas frente a la omisión reglamentaria han encontrado tradicionalmente en
nuestra jurisprudencia, además de la barrera de la legitimación, un doble obstáculo: el carácter revisor de
la jurisdicción y la consideración de la potestad reglamentaria como facultad político-normativa de ejercicio
discrecional.

Ahora bien, tales reparos no han sido óbice para que, ya desde antiguo, se haya abierto paso una
corriente jurisprudencial que ha admitido el control judicial de la inactividad u omisión reglamentaria. En el
ejercicio de esta potestad son diferenciables aspectos reglados y discrecionales (Cfr. SSTS 8 de mayo de
1985 , 21 y 25 de febrero y 10 de mayo de 1994 ), y no es rechazable ad limine, sin desnaturalizar la
función jurisdiccional, una pretensión de condena a la Administración a elaborar y promulgar una disposición
reglamentaria o que ésta tenga un determinado contenido, porque el pronunciamiento judicial, en todo caso
de fondo, dependerá de la efectiva existencia de una obligación o deber legal de dictar una norma de dicho
carácter en un determinado sentido. En el bien entendido de que únicamente es apreciable una ilegalidad
omisiva controlable en sede jurisdiccional cuando el silencio del Reglamento determina la implícita creación
de una situación jurídica contraria a la Constitución o al ordenamiento jurídico o, al menos, cuando siendo
competente el órgano titular de la potestad reglamentaria para regular la materia de que se trata, la ausencia
de la previsión reglamentaria supone el incumplimiento de una obligación legal establecida por la Ley o la
Directiva que el Reglamento trata de desarrollar y ejecutar o de transponer.

Por otra parte, es éste un problema sustantivo diferenciable del alcance del control judicial, pues
constatado el deber legal de dictar una regulación por la Administración y el incumplimiento de aquél resulta
ciertamente más difícil admitir la posibilidad de una sustitución judicial de la inactividad o de la omisión
administrativa reglamentaria hasta el punto de que el Tribunal dé un determinado contenido al reglamento
omitido o al precepto reglamentario que incurre en infracción omisiva, siendo significativo a este respecto el
artículo 71.2 de la nueva Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa , Ley 29/1998, de 13 de julio que,
abandonando la previsión establecida para el limitado supuesto de las Ordenanzas fiscales en el artículo 85
de la Ley jurisdiccional de 1956 , dispone que "los órganos jurisdiccionales no podrán determinar la forma en
que han de quedar redactados los preceptos de una disposición general en sustitución de los que anularen ni
podrán determinar el contenido discrecional de los actos anulados". Y ello es así porque el poder de sustitución
no puede llegar allí donde la ley reserva a la Administración un poder discrecional de decisión que responde a
su específica posición político-constitucional. O, dicho en otros términos, tal poder sólo alcanza hasta donde
la ley regla la actividad administrativa que en el ámbito de la potestad reglamentaria no suele alcanzar hasta la
imposición del contenido con que ha de quedar redactada la norma reglamentaria, aunque exista la obligación
legal de dictarla (Cfr. SSTS 16 y 23 de enero y 14 de diciembre de 1998 ).

Por consiguiente, la doctrina de esta Sala es, sin duda, restrictiva en relación con el control de las
omisiones reglamentarias, tanto desde el punto de vista formal de su acceso a la jurisdicción como desde el
punto de vista material o sustantivo, referido al contenido y alcance que corresponde a la función revisora del
Tribunal. En efecto, la consideración de que la potestad reglamentaria se encuentre íntimamente vinculada a
la función político-constitucional de dirección política del Gobierno reconocida en el artículo 97 de la Norma
Fundamental ( STS 6 de noviembre de 1984 ), dificulta que aquél pueda ser compelido por mandato derivado
de una sentencia a su ejercicio en un determinado sentido, o dicho en otros términos que pueda ser condenado
a dictar un Reglamento o un precepto reglamentario con un determinado contenido, lo que excedería de las
facultades de la Jurisdicción ( STS 26 de febrero de 1993 ).

En definitiva, como se ha dicho anteriormente, únicamente cabe apreciar una ilegalidad omisiva
controlable jurisdiccionalmente, cuando, siendo competente el órgano titular de la potestad reglamentaria
para regular la materia de que se trata, la ausencia de previsión reglamentaria supone el incumplimiento
de una obligación expresamente establecida por la Ley que se trata de desarrollar o ejecutar, o cuando el
silencio del Reglamento determine la creación implícita de una situación jurídica contraria a la Constitución o
al ordenamiento jurídico. Aunque, en ocasiones, para la omisión reglamentaria relativa, el restablecimiento de
la supremacía de la Constitución o de la Ley, pueda consistir en negar simplemente eficacia jurídica al efecto
derivado de dicho silencio del reglamento contrario al ordenamiento jurídico (Cfr. SSTS 16 y 23 de enero de
1998 , 14 de diciembre de 1998 y 7 de diciembre de 2002 )".

TERCERO .- Pues bien, las omisiones que la actora echa en falta no crean una situación jurídica
contraria a la Constitución o al resto del ordenamiento jurídico.
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A) Ante todo, porque el Reglamento impugnado no regula, no establece, no define, ni podría hacerlo,
"atribuciones" profesionales propiamente dichas; esto es, facultades o actividades que queden reservadas a
uno u otro profesional. De él, por tanto, no puede derivarse una situación jurídica contraria a la que la actora
entiende acomodada al ordenamiento jurídico.

Lo que establece son cualificaciones profesionales y sus correspondientes módulos formativos. O lo
que es igual, un conjunto de competencias profesionales con significación para el empleo que pueden ser
adquiridas mediante formación modular. Define qué "competencias", en el sentido de aptitudes o habilidades,
son las que se adquieren en el proceso de formación que conduce al reconocimiento de la cualificación.

En efecto:

El Real Decreto 887/2011, de 24 de junio, se inserta y pasa a formar parte del "Sistema Nacional
de Cualificaciones y Formación Profesional", regido por la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio. Lo hace,
complementando el "Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales" (que creó el art. 7.1 de esa Ley y
que regula el Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre ) mediante el establecimiento de tres cualificaciones
profesionales correspondientes a la "Familia Profesional Sanidad". Una de ellas, la de "Prótesis dental. Nivel
3. Anexo DCXXVIII".

Pero ese Sistema, su Catálogo, las cualificaciones que éste identifica y la formación profesional
asociada a cada una de ellas, "no supone, en ningún caso, la regulación del ejercicio de las profesiones
tituladas en los términos previstos en el artículo 36 de la Constitución Española " (párrafo quinto, in fine, de
la Exposición de Motivos de aquella Ley Orgánica). O como dice el párrafo quinto de la Parte Expositiva
de aquel Real Decreto 1128/2003, "[...] el catálogo debe identificar y definir las cualificaciones profesionales
más significativas que en cada momento requiera el sistema productivo, sin que ello suponga regulación del
ejercicio profesional o la atribución en exclusiva de unas determinadas funciones a concretas cualificaciones
[...]". En la misma línea, el art. 5.2 de ese Real Decreto niega que las cualificaciones profesionales que se
incorporen al Catálogo y los elementos que han de contener, "constituya regulación del ejercicio profesional".

Acorde con todo ello, el art. 1 del Real Decreto 887/2011 dispone que éste "tiene por objeto establecer
determinadas cualificaciones profesionales y sus correspondientes módulos formativos que se incluyen en el
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales"; añadiendo en su inciso final, expresamente, que esas
cualificaciones y su formación asociada "no constituyen una regulación del ejercicio profesional".

En definitiva, define qué "competencias" son las que se adquieren en el proceso de formación. Y no, por
ser cosa distinta, qué "atribuciones" profesionales han de pregonarse para el poseedor de esa cualificación
y formación asociada.

B) Y además (aunque lo ya dicho obliga por sí solo a desestimar aquella pretensión de nulidad), porque
el estudio de las normas jurídicas sí dedicadas a regular las atribuciones profesionales del Protésico dental,
no conduce a tener por acertada la tesis de la actora.

Esas normas son la Ley 10/1986, de 17 de marzo, sobre Odontólogos y otros Profesionales relacionados
con la Salud Bucodental, no modificada por la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las
Profesiones Sanitarias (que agrupa bajo la denominación de "Dentistas" a los Licenciados en Odontología -
odontólogos- y a los Médicos Especialistas en Estomatología -estomatólogos-). Y el Real Decreto 1594/1994,
de 15 de julio, que en desarrollo de las previsiones de aquella Ley, fija el contenido funcional de las profesiones
sanitarias creadas por ella de Odontólogo, Protésico dental e Higienista dental, así como los requisitos
sanitarios mínimos de los centros, servicios y establecimientos de salud dental.

El art. 1 de la Ley 10/1986 dispone en sus números 2 y 3 lo siguiente:

"2. Los Odontólogos tienen capacidad profesional para realizar el conjunto de actividades de prevención,
diagnóstico y de tratamiento relativas a las anomalías y enfermedades de los dientes, de la boca, de los
maxilares y de los tejidos anejos .

3. Los Odontólogos podrán prescribir los medicamentos, prótesis y productos sanitarios
correspondientes al ámbito de su ejercicio profesional ".

Su art. 2, en sus números 1 y 2, dice así:

"1. Se reconoce la profesión de Protésico dental, con el correspondiente título de Formación Profesional
de Segundo Grado, cuyo ámbito de actuación se extiende al diseño, preparación, elaboración, fabricación y
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reparación de prótesis dentales, mediante la utilización de los productos, materiales, técnicas y procedimientos
conforme a las indicaciones y prescripciones de los Médicos Estomatólogos u Odontólogos .

2. Los Protésicos dentales tendrán plena capacidad y responsabilidad respecto de las prótesis que
elaboren o suministren y de los Centros, instalaciones o laboratorios correspondientes ."

A su vez, el tenor de los artículos 1 , 2 , 3 , 4 , 5 , 6 , 7 , 8 y 9 del Real Decreto 1594/1994 (los cuatro
primeros referidos a la profesión de Odontólogo, y los otros a la de Protésico dental), en los párrafos e incisos
que ahora interesan, es éste:

Art. 1: El Odontólogo... [sus] prescripciones o indicaciones que se refieran a prótesis o aparatología
deberán incluir de forma clara las características del tipo de prótesis o aparato, o la reparación o modificación
requerida. Asimismo incluirán el nombre del facultativo, dirección, localidad donde ejerce su actividad, número
de colegiado, fecha de la prescripción y firma [...]

Art. 2: 1.Las consultas dentales, como espacio físico destinado únicamente a este fin, deberán
cumplir, además de los requisitos adicionales establecidos por las Comunidades Autónomas para obtener la
autorización de apertura, los que se determinan a continuación :

a) Sala de espera con espacio e instalaciones suficientes para asegurar al paciente una eventual espera
previa con un grado de comodidad adecuado .

[...]

Art. 3: Las consultas dentales estarán necesariamente organizadas, gestionadas y atendidas directa y
personalmente por un Odontólogo o un Estomatólogo y dispondrán de un fichero de pacientes, con su historia
clínica y sus radiografías, que deberá conservarse, al menos, durante cinco años tras la finalización del último
tratamiento .

Art. 4: A solicitud del paciente, el profesional elaborará un presupuesto estimativo por escrito, detallando
el tipo de tratamiento y los servicios a realizar, así como el coste de los mismos.

De igual manera, el profesional estará obligado a emitir la factura correspondiente y el informe de alta,
a petición del paciente o una vez finalizado el tratamiento .

Art. 5: El Protésico dental es el titulado de formación profesional de grado superior que diseña, prepara,
elabora, fabrica y repara las prótesis dentales, mediante la utilización de los productos, materiales, técnicas y
procedimientos conforme a las indicaciones y prescripciones de los Médicos Estomatólogos u Odontólogos .

Art. 6: Los Protésicos dentales estarán facultados para desarrollar las siguientes funciones en el ámbito
del laboratorio de prótesis:

a) Positivado de las impresiones tomadas por el Odontólogo, el Estomatólogo o el Cirujano Máxilo-
Facial.

b) Diseño, preparación, elaboración y fabricación, sobre el modelo maestro, de las prótesis dentales
o máxilo-faciales y de los aparatos de ortodoncia o dispositivos que sean solicitados por el Odontólogo,
Estomatólogo o Cirujano máxilo-facial, conforme a sus prescripciones e indicaciones. A este respecto podrán
solicitar del facultativo cuantos datos e información estimen necesarios para su correcta confección.

c) Reparación de las prótesis, dispositivos y aparatos de ortodoncia prescritos por Odontólogos,
Estomatólogos o Cirujanos máxilo-faciales, según sus indicaciones.

Art. 7: 1. Los Protésicos dentales tienen plena capacidad y responsabilidad, ante el profesional que lo
prescribió, respecto a las prótesis y aparatos que elaboren en el ejercicio de su actividad profesional, no así
en cuanto suponga derivaciones achacables a las impresiones y registros buco-dentales o ulterior colocación
de las prótesis en el paciente efectuada por los facultativos. Estarán obligados a suministrar a los facultativos
que lo soliciten un presupuesto previo a la realización del trabajo y todos los datos sobre composición
y características técnicas de los materiales empleados, así como a garantizar que se han respetado las
especificaciones técnicas del fabricante durante la elaboración del producto.

2. Los Protésicos dentales tendrán plena capacidad y responsabilidad respecto de los laboratorios que
dirijan, estando obligados a llevar un fichero de los trabajos realizados y a conservar las fichas durante, al
menos, cinco años tras la entrega de los trabajos.

Art. 8: 1. El ejercicio de la actividad profesional del Protésico dental se desarrollará en el laboratorio de
prótesis, que es un establecimiento ubicado en un espacio físico inmueble dedicado únicamente a este fin,
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en el que podrá diseñar, fabricar, modificar y reparar las prótesis y aparatología mediante la utilización de los
productos, materiales, técnicas y procedimientos adecuados.

2. Los laboratorios de prótesis podrán ser privados o estar encuadrados en instituciones públicas
docentes o asistenciales, situándose en este caso anexos a los Servicios de Odonto-Estomatología y Cirugía
Máxilo-Facial.

[...]

Art. 9: Los laboratorios de prótesis deberán reunir los siguientes requisitos mínimos:

a) El local donde se elabore, empaquete, almacene e inspeccione el producto contará con espacio
suficiente para permitir las tareas de higiene y mantenimiento, tanto en las zonas destinadas a actividades
productivas como en las reservadas para tareas administrativas.

El diseño del espacio físico delimitará de forma adecuada aquellos lugares destinados a tareas que, por
sus características o por el tipo de materiales empleados, precisen una separación del resto de los procesos
productivos.

b) El personal en contacto o vecindad con materiales y productos elaborados deberá estar
suficientemente equipado y con un nivel de higiene adecuado para no afectar al producto que se sirve.
Cuando alguien no cumpliera tales requisitos y ello pudiera repercutir sobre el producto, el interesado deberá
abstenerse de su manipulación hasta corregir la deficiencia.

c) El medio ambiente del lugar de trabajo deberá ser adecuado para evitar la contaminación de
materiales y productos. Las condiciones de producción y almacenamiento deberán garantizar que no provocan
riesgos ambientales o al personal. El laboratorio deberá contar con los medios adecuados para evitar la
contaminación por agentes productores de enfermedades transmisibles. Asimismo, el laboratorio deberá
cumplir la normativa vigente en materia de seguridad e higiene en el trabajo.

Por lo tanto, si bien se observa:

Las atribuciones del Protésico dental, de diseñar, preparar, elaborar, fabricar y reparar las prótesis
dentales, se desarrollan "en el ámbito del laboratorio de prótesis" (art. 6 RD). El ejercicio de su actividad
profesional "se desarrollará en el laboratorio de prótesis" (art. 8.1 RD), para el que no se exige (art. 9 RD),
a diferencia de lo que requieren las consultas dentales [art. 2.1.a) RD], una sala de espera destinada a los
pacientes. Normas, éstas, que no amparan la idea expresada al final del escrito de demanda de que el ejercicio
de las atribuciones profesionales del Protésico dental comprende, o requiere también, "relaciones derivadas
de su praxis con el paciente/cliente".

Las "impresiones", primer paso según la actora de lo que llama "Toma de Medidas Protésicas", son
"tomadas por el Odontólogo, el Estomatólogo o el Cirujano Máxilo-Facial [art. 6.a) RD]. Lo que desautoriza
la reivindicación de que ello sea o constituya una de las atribuciones profesionales del Protésico dental. Y el
diseño, preparación, elaboración y fabricación de las prótesis, se lleva a cabo "sobre el modelo maestro" y
conforme a las prescripciones e indicaciones de aquellos, pudiendo éste "solicitar del facultativo cuantos datos
e información estimen necesarios para su correcta confección" [art. 6.b) RD]. Lo que también lo desautoriza.

La reparación de la prótesis ha de efectuarse según las indicaciones de Odontólogos, Estomatólogos o
Cirujanos máxilo- faciales [art. 6.c) RD], siendo los facultativos los que efectúan la "colocación de las prótesis
en el paciente" (art. 7.1 RD). Lo que desautoriza la tesis de la actora de que las operaciones necesarias para
hacer la primera colocación están entre las atribuciones del Protésico dental.

Como, en fin, desautoriza el conjunto global de su planteamiento el tenor del inciso inicial de ese art. 7.1,
al disponer que "Los Protésicos dentales tienen plena capacidad y responsabilidad, ante el profesional que lo
prescribió, respecto a las prótesis y aparatos que elaboren en el ejercicio de su actividad profesional, no así en
cuanto suponga derivaciones achacables a las impresiones y registros buco-dentales o ulterior colocación de
las prótesis en el paciente efectuada por los facultativos". Si el precepto, en las relaciones entre el Protésico
y el profesional que prescribe la prótesis, excluye la responsabilidad de aquél por "derivaciones achacables a
las impresiones y registros buco-dentales o ulterior colocación de las prótesis en el paciente efectuada por los
facultativos", lo es, lo ha de ser, con toda lógica, porque no concibe o parte de la idea de que las impresiones
y la ulterior colocación sean atribuciones profesionales del Protésico dental.

Resta decir que ese Real Decreto 1594/1994 fue impugnado ante este Tribunal Supremo por la
Asociación Provincial de Protésicos Dentales Autónomos de Cádiz (recurso núm. 518/1995 ); por la Federación
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Española de Asociaciones de Protésicos Dentales (núm. 785/1994); y por la Federación Regional de
Protésicos Dentales Autónomos de Andalucía (núm. 790/1994), recayendo sentencias (de 11 y 21 de
diciembre de 1998 , y 10 de noviembre de 1999 , respectivamente) que desestimaron los recursos interpuestos
y no observaron que aquél, ni sus artículos 1, 3, 4, 6, 7 y 8, fueran contrarios al ordenamiento jurídico.

Una recta interpretación de las razones jurídicas expresadas en ellas (y también en la de 14 de enero
de 1997, dictada en el recurso núm. 1576/1992), no autoriza a sostener que este Tribunal haya considerado,
ni tan siquiera apuntado, que aquellas dos funciones o actuaciones de "toma de medidas" y "colocación de las
prótesis dentales", a las que se refiere la actora como soporte de la pretensión de nulidad que aquí deduce,
deban quedar comprendidas o deban formar parte de las atribuciones profesionales del Protésico dental.

CUARTO .- De conformidad con lo dispuesto en el art. 139.1 de la Ley de la Jurisdicción , en la redacción
vigente cuando se interpuso este recurso (11 de octubre de 2011), no procede hacer imposición de las costas
causadas en él.

Por lo expuesto, en nombre de su Majestad el Rey, y en ejercicio de la potestad de juzgar que emanada
del pueblo español, nos confiere la Constitución,

FALLAMOS

DESESTIMAMOS el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de
la Asociación Nacional de Protésicos Dentales Autónomos (Anprodenta) contra el Real Decreto 887/2011,
de 24 de junio. Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertarse por el Consejo General del Poder Judicial en
la publicación oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, definitivamente juzgando lo pronunciamos,
mandamos y firmamos . PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Magistrado
Ponente de esta sentencia por el Magistrado Ponente de esta Sala Excmo. Sr. D. Segundo Menendez Perez,
todo lo cual yo el Secretario, certifico.


